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Carezca de fundamentación la supuesta vLrlneración que se invoque,
l,a coestión de Derecho contenida en el rccurso no sca de cspccial
trascendcncia constitucional.
La cuesl;ón dc Derecho invocada contradiga uD precedeñle del l¡ibunal
Co¡stilucional.
Sc haya decidido de mancra dcsesli¡natoria en casos sustancialnentc iguales.
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JLJ,\N I:IIANC]SCO VELÁSQUEZ ROJAS

SI¡N]'ENCIA IN'II]RLOCU'I'ORIA DET, TIIII]T]NAI, CONS'TI'I'T]CIONAI,

Lima. 5 de novie¡¡bre de 2018
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Recurso de agravio constitucional interpuesto por doñ Juan Francisco Vclásquez
Rojas contra la resolución de fojas I12, de fecha i de julio de 2017, expedida por la
Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima que declaró improcedente la

demanda de au10s.

FUNDAMEN't'OS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-l'A/'l'C, publicada cn cl diario
oficial EL Per dno el 29 de agosto de 2014, esle 'l'ribunal eslebleció, cn cl
lundamenlo,19, con carácter dc prccedcnte. que sc cxpedirá scntencia interloculoria
dcnc

quc igualmenle están contenidos en el arliculo ll del Reglanlento
del Tribunal ConstitLrcional:

a)

tr)

d)

2. En el presente caso. el demandante solicita que la Oflcina de Normalizacion
Previsional (ONP) le otorSue pensión del régimen general del Dccrero Lcy 19990.
La ONP le reconoce un total de 4 años y 2 meses de apoltaciones. No obstanle, l¿
documenfación presentada por el actor para acreditar apol1es adicionalcs no es

idónea. En electo, se adjunta declaración jurada de palte (l l0), que por trelarse de
una manif¿stación unilatcral, no acredifa aportacioncs y la conslancia de inscripciou
a la Caja Nacional de Seguro Social Obrero Perú (i 3). la cual tampoco es válida
porque no consigna el periodo laborado. Por consiguicntc, no cs posible acrcdilar
mayores apodaciones, razón por la cual sc contravicne lo dispueslo en la senlenuir
emitida en el Expediente 04762'2007-PA/TC quc. con caráctcr dc precedenle.
establece las reglas para ac,editar periodos dc apofacio¡es en el proceso dc
anrparo, detallando los documentos idóneos para tal fin.

dictada sin más Irámitc, cuando sc plcsenle alguno dc los sigüicntcs
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Por estos fundanrentos, el 'fribunal Constitucional, con la auloridad quc lc

confiere la Constitución Politica del Perú, y la participación del magistmdo Espinosa-
Saldaña Baffera, convocado para dirinrir Ia discordia suscitada por el volo si¡gular dcl
magiskado Ferrero Cosla.

RESUI]LVIi

Dc.l:r-r INIIROCEDINTE el re(.rr.o Je vio constilucional

Publiquese y notifiquese

SS,

MIIIANDA CANAI,¡]S
SARDÓN D[, TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA */ c_

La

3. En consecuencia, y de lo expuesto en el lundamento 2 supra, se verifica que cl
recurso de agravio constitucional incurre en la causal de rechazo previsla en cl

acápite c) del fundamento 49 de la sentencia emitida en cl Expediente 00987-2014-
PA/TC y en cl inciso c) del artículo ll del Rcglamento Normativo del 'lribunal

Constitr¡cional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, irrprocedentc
el recurso de agravio constitucional.

Gl
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VOTO SINGI]LAR DEI, MAGISTRADO ¡'ERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con cl mayor respcto por ia lolrcncia
dc mi colega magistrado. emito el prescnte voto singular, para expresar respetuosamente

l:luc disiento dcl precedente vinculante establecido cn la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTFINCIA INTERLOCU1 ORIA DENEGATORIA, por los 1ündamentos que a

continuación expongo:
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¡]I,.I.RIBT]N L CoNSI.II.UCIONAL COiItO CORTE DE REVISIóN O FALLO Y NO DE

La Conslitución de 1979 creó el lribunal de Garantías Constitucionales como

insta¡cja dc casación y la Constitución de 1993 convi¡ió al Tribu11al Constitucional
cn instanci¿ de l'allo. La Constitución del 79, por p mera vez en nueslra historia
constituoioDal, dispuso la creación de un órgano ar1 ,&oc, indepcndiente del Pode¡

Judicial, con la tarea de garanlizar la supreruacia constittlcional y la vigencia plena

de los derechos lundamenlales.

2. La Ley Fundamental de 1979 cstableció que el Tribunal de Garantias

Cor'¡stitucionales era un órgano de control de la Constitución, que teDia jr¡risdicción

cn lodo el territorio nacional para conocer. en ria de cdsación, de los habeos corplt\
y anparos dcnegados por el Poder Judicial, lo que implicó quc dicho Tñbunai no

constituia una instancia habilitada para 1állar en forma dcfinitiva sobre la causa. Fls

decir, no se prolur]ciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los

de¡echos reconocidos en la CoDslitución.

3. Iln csc senlido, la l,ey 23385, Ley Orgánica del 'fribunal de Garantias

Constitucionales. vigcnte en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al '16, quc

dicho órgano, ai encontrar L¡na resolución denegatoria que ha violado ia ley o la ha

aplicado en lbrma errada o ha incurrido en graves vicios proccsales en la

tramilación ! resolución dc la demanda, procederá a casar la scntencia y, luego de

señalar la deliciencia, devolverá los acluados a 1a Cortc Suprema de Justicia de la
República (rccnvio) para que emila nuevo fallo siguiendo stts lineamientos,
procedimieDto quc, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. lrl modclo dc tutela ante amenazas y vuloeración dc dcrcchos lue seriamente
modilicado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los

mecanismos dc tutcla de dos a cualro, a sabet, habeas cotpus, afiparc, habeas dald
y acción dc cumplimicnlo. En segundo lugar. se crea al Tribunal Constitucbnal
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Conslitución lo
calilica eüóneamente conlo "órgano dc cont¡ol dc Ia Constitución". No obstante, en

lr(1
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materia de procesos conslitucionaies de la libefiad, la Constitución cstablece quc el
'lrihunal Conslituciorlal cs instancia de revisión o 1állo.

5. Cabc scñalar que la Constitución Política del Pcrú, en sü artículo 202, inciso 2,

prescribe qne corrcsponde al T bünal Constitucional "conocer, en úhima y
.lefiniliNa ¡nsloncía, las resoluciones denegeforiats d¡ctadas en los procesos de

habcat corpus, dmp.o'o, habeas dala y accíó|1 de cumPlimienlo". Esta disposición
constitucio¡al, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
cxige clue el T bunal Constitucional escuchc y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o ag¡aviado eü un derecho fundamental. Una lectu¡a diversa

contmvendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

dcfcnsa de la persoia humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sooiedad y del llstado (artículo l), y "ld obÍelNanci.r del debido proceso y tulel¿t
jur¡Sdiccional. Níngund pelsona puede ser destiada de la iuri"^dícción
prcdelerminoda por ld ley, ]'¡i sometidct d ptocedimiento tlislinto de los prerium¿nte
esteblecidos, ni juzgadu por órganos jurisdiccionales de excepción n¡ por
comisíones especiales creadds al elbclo cuulqtrierq .ted su denominackin",
consagrada en ei artículo 139, inciso 3.

6. Como se advicrte, a dilerencia de lo quc acontece en olros países, en los cuales el
acccso a Ia úhima instancia constitucional tiene l¡rgar po¡ la vía dal certior(tri
(Suprema Corte de los listados Unidos), en el Perú el Poder Constituycntc optó por

un órgano suprcmo dc interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
pdección de su derecho en sede dcl Podcr Judicial. En olras palabras. si lo quc
está en discusió¡ es la supucsla amenaza o lesión de un derecho fundamenlal. se

debc abril la via conespondienle para que el l'ribunal Constitucional pueda

pronunciarse. Pero la apertum de esta via solo se produce si se permite al
pelicionante colaboÍar con los _iueces conslilucionales mediante un pormenorizado
rnilrsis d< Io quc sc prctcndc. dc lo .luc .< inr ota.

7. Lo constitucioDal es cscuchar a la parte como concretización de su dc¡ccho
ir¡cnunciable a la defensa; además, un T bunal Constitucional constituye el más

et¡ctivo medio de delensa de los derechos Iundamentales lientc a los poderes
públicos y privados, lo cual evide¡cia el t unfo dc la .justicia liente a la
arbitra¡iedad.

I.]I, DIJRIiCI¡O A SIR OÍDO CO]\'IO NIA}IFESTACIóN' Df, LA DEMOCRA'TIZACIóN DI' LOS

PRof'Esos CoxSTITUCION^LEs DE L,\ LIaERT^D

Il. La administración de justicia constitucional de la libeñad que brinda el T¡ibunal
Constitucional. desde su creación, es respetl¡osa. como corrcspondc, dcl dcrecho de

fnfll
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dcleDsa inhe¡cntc a toda pcmona, cuya ma¡ifestación primaria cs el derecho a scr
oido con todas las debidas garanlías al interior de oualquier proceso en el cual se

Jetcrmincn.u. dcrcchos. i¡rcrcscs ) obliga.ronet

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realiza¡se audiencia de visla eslá relacionado con la dcfcnsa- la cual- sólo es

e1¡ctiva cuando el.iusticiable y sus abogados pueden exponer, de nranera escrita y
oral, los argumentos peñiDcntes, concletándose el principio de inmediaci(rn quc
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre ia intervención dc las partes, correspondc señalar que, en tanto que la
poteslad de adminislrar .iusticia constituye una manifestación del poder. que el
Eslado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los dc¡ecl'ios inherentes a todo ser humano, lo que
incluve el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabc añadir que la pañicipación djrecta de las pafles, en dcfensa de sus inte¡eses.
que se concedc cn la audiencia de vista. también conslituye un elemento que
democraliza el proceso. De io contrario. se decidiría sob¡e la esfcra dc interés de
una persona sin pernritirlc alegar'lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
cxcluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
includible de optimizar, en cada caso concreto. 1as razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de .justicia, sino por la justicia de sus razones, por
cxp¡esar de modo su{icienle las razones de derecho v de hccho ¡elevantes en cada
caso quc res!¡elve,

12. FlÍl cse sentido, ia Coñc lnleramericara de Dcrechos Huñanos ha cstablecido que el
derccho de defensá "obliga al Estado a trdtar al ¡ndiyiduo en todo mofiento como
un wtddderc sujelo del proceso. en ¿l más c¡npliu renti&) fu tttc conlcpto, y no
simplcnlente como objeto Llel mi'hlo"'. y quc t'foru 

Llu¿ ¿xista fubtdo ¡roceso legal
cs preciso q e ü1 -¡usticiable pueda hdcet yoler :us derechos y defendel sus
intlrL,\t.\ cn_litnd ![.ct¡\u y ¿n cond¡cíofies de igualdad procesal con otroti
ill¡i, i,thl, ¡"'

' Cort" lDH. Caso Ba¡reto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre rle 2009
párralo 29.
2 Cortc lDH. Caso Hilairc, Consurtine y Benjamin y ot¡os vs. T nidad y l'obago,
senlencia del 21 dc junio de 2002, pánafb 146.
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1,1. Cuando se aplioa a un proccso constitucional de la libcrtad la dcnominada
"senlencia intcllocr¡to a". el recurso dc agravio constitLtcional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica. ya que el Tribunal Constituciollal no tiene compelcncid
para "revisar" ni mucho mcnos "recaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De oonformidad cor los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'l ¡ibunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una compete[cia de la
Sala Superior de1 Poder Judicial. Al T¡ibunal lo que le coresponde es conoce¡ del
ILAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurco, sino por el contrario de "conocer" lo que la partc alega
cotrto un .rgrar i,' ,¡uc lc rarr.¿ i¡del'<nsion.

16. Por otro lado, la "sentencia in¡erlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación lónnulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere scr aclarado, justificado y concretado en supuestos especificos, a saber,
idcnlillcar en qué casos se aplicaría. No hacerlo. no deñnirlo, ni .iustiñca¡1o,
convicñe cl etnpieo de la precitada sentencia cn arbitrario, toda vez que se podria
afectar. entre otros, el derecho lundamental de delcnsa. en su manifestación de ser
oido corr las debidas garantías, pucs ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carcnles de prediotibilidad, aléctando Dotablementc a los justiciables, quienes
lendrian que adivinar qué rcsolverá el l ribunal Constitucional anles de presentar su
respectiva dema¡da.

17. Por lo demás, tn¡rtat¡s mutdndis, el p¡ecedente vinculante contenido en la Senlencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Conslitucional en ot¡os
fallos, como cn el caso Luis Sánchez I-agomarcino l{amirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo. constituye una reafimación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libenad (suplctoriedad, via ¡rcria,
vias paralelas. litispcndencia- invocació¡ del derccho constitucional líquido y
cierb. etc.).

18. Sin cmbargo. el hecho de que los procesos coNtitucionales de la libe ad sean de
L¡na ndturalcza procesal distinta a la de los procesos ordina¡ios no constituye un
motivo para quc sc pueda desviftuar la esencia principal del recu¡so dc agra\io
consti¡uciona1.
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13. Ill modelo de "instar,cia dc fallo" plasmado en 1a Constitución no puede scr
desvidr¡ado por el Tribunal Constjtucional si no es con gmve violación de sus
disposicioncs. Dicho Tribunal es su intérprcte sup¡emo, pero no sü relbrmador, toda
vez quc como órga¡o constituido también está somctido a la ConstittLción.
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19. Por tanto. si se tiene en cuenta que la justicia en sede constit!¡cional representa la
Ílltima posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentalcs dc los
agraviados. \,oto a tá\,or de que en el presente caso se convoque a audicncia para la
vis1a, lo que garantiza quc cl 'l ribunal Constitucional, cn tanto instancia última y
dellnitiva. sea la adecuada para poder escucha¡ a 1as personas afectadas en sLls

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en e] Poder Judicial:
cspccialmcn¡c si sc ticne cn cuenta que, agotada la vía constitncional, al justiciable
solo lc qucda el camino de la jurisdicciól internacionai de protección de derechos
humanos.

20. Cono ailrmó Raúl fer¡ero Rebagliati, "la del¡nsa del derecho de uno es, al mismo
liempo, una defcnsa total de la Constitución, pues si loda garantia conslitucional
entralia el acceso a la prestación jurisdiccional. cada cual al del'ender su derecho
cstá dclcndicndo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
en!ilecida sin la protecci(rn judicial autóntica".

¡.T]RRIIRO COSTA
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